
que efectivamente se inste la ejecución 122

Al establecer el art. 276.3 LPL que todos estos plazos son

de prescripción, se cerró una de las cuestiones que más

controversia doctrinal había generado durante la vigencia del

art. 209 de la ya derogada LPL de 1980, sobre todo a partir de

la STS de 12-12-1986, que otorgaba naturaleza caducitaria a

dichos plazos.

Que los plazos sean de prescripción significa, por un lado,

que "quien quiera beneficiarse con la actitud pasiva del

despedido habrá de deducir la oportuna excepción II 123 ya que,

como se sabe, la prescripción no es aplicable de oficio, y, por

otro, que quedan sometidos a las reglas sobre la interrupción

previstas en el art. 1973 del CC 124, cabiendo, consecuentemente,

la reclamación extrajudicial de la ejecución del fallo, con el

efecto consiguiente de interrumpir el plazo de prescripción.

RÍOS SALMERÓN, no obstante, plantea el problema sobre "si

cabe la interrupción del plazo: por ejemplo, solicitud de

ejecución, con denuncia de no readmisión o readmisión irregular,

y posterior incomparecencia en el incidente judicial" 125. A mi

juicio, en este caso, se debe entender que el trabajador ha

122 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. pp. 557 y 558.

123 RÍOS SALMERÓN, B., El nuevo procedimiento laboral, de MONTOYA,
A., GALIANA, J.M., SEMPERE, A.V., y RÍOS, B., ob. cit. p. 307.

124 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. p. 558.

125 RÍOS SALMERÓN, B. , ob. cit. p. 307
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desistido de su solicitud, sin que ello signifique que no pueda

solicitar de nuevo la ejecución de la sentencia en un proceso

distinto, siempre y cuando no haya prescrito la acción 126

Sea como fuere, una vez prescrita la acción, que, salvo

interrupción del plazo prescriptorio, será una vez transcurridos

los referidos tres meses, la doctrina entiende que el trabajador

ya no puede instar el incidente y ha de someterse a las

modificaciones introducidas unílateralmente por el empresario o

promover nuevo proceso combatiéndolas o solicitando la extinción

del contrato en base a ellas y el incumplimiento contractual que

suponen 127

En otro orden de cosas, conviene recordar que el art. 137

bis 6 LPL remite al incidente de no readmisión de la ejecución

de las sentencias firmes de despido (arts. 276, 277 y 278 LPL),

cuando, tras haber declarado la sentencia la no justificación de

la decisión empresarial de movilidad geográfica o de modificación

sustancial de condiciones de trabajo, el empresario no procediere

a reintegrar al trabajador en sus anteriores condiciones de

trabajo o lo hiciere de modo irregular.

126 En igual sentido, BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. p. 562.

127 GARATE CASTRO, J. , La ejecución por no readmisión en los
despidos ordinarios en la nueva LPL, AL ns 31, 1990, p. 368,
citando a ALCÁZAR CARRILLO, M.R. y a RODRÍGUEZ SANTOS/AVILA
ROMERO/GEBRIAN BADIA.
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3.™ La terminación del proceso por caducidad de la instancia

Nada dispone la LPL sobre este modo de terminación del

proceso que es la caducidad de la instancia, por lo que habrá de

estarse a lo dispuesto sobre dicho instituto en los arts. 411 a

420 de la LEC.

Si, teóricamente, nada se opone a la admisión de la

caducidad de la instancia como medio de terminar el proceso

laboral, en la práctica, sus posibilidades de aplicación son muy

limitadas 128, más incluso que en el proceso civil, en el que,

por otra parte, tiene una relativísima importancia práctica.

Esta escasa relevancia de la caducidad de la instancia tanto

en uno como en otro proceso se debe esencialmente al impulso de

oficio (art. 237 LOPJ) como uno de los principios informadores

de todo proceso, que aunque no está recogido expresamente en la

LPL, quizá por su propia evidencia, tiene una especial

trascendencia en el proceso laboral 129.

Como ya hemos venido señalando (vid supra, epígrafe I), no

debe confundirse esta caducidad de la instancia con la

institución de idéntica denominación que utiliza la

jurisprudencia laboral en los supuestos de ineficacia de la

128 MONTERO AROCA, J. , El proceso laboral. Tomo I, 2
Bosch, 1982, p. 343.

129 BAYLOS /CRUZ /FERNANDEZ, ob. cit. p. 107.
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reclamación previa de no presentarse la posterior demanda a

tiempo (art. 71.5 y art. 69.3 LPL -que, no obstante, entendemos

derogado por la Ley 30/1992 del PAC-). Tampoco debe considerarse

caducidad de la instancia, stricto sensu (es decir, ex. arts. 411

a 420 LEC), el supuesto contemplado en el art. 125 b) LPL, que

fija un plazo de dos meses para presentar la demanda cuando no

estuviera señalada la fecha de disfrute de vacaciones y en el que

su no ejercicio dentro de dicho plazo de ordenación no comporta

la extinción o caducidad del derecho a disfrutarlas, sino la

extinción o ineficacia de la concreta acción ejercitada sin

respetar dicho plazo.

4.- La forma de operar la caducidad en el proceso laboral

El primer párrafo del art. 85.2 de la LPL es el único

precepto contenido en dicho texto legal relativo a las diversas

posiciones activas que el demandado puede adoptar al contestar

a la demanda. Así, a tenor de lo establecido en el citado

precepto, "el demandado contestará afirmando o negando

concretamente los hechos de la demanda, y alegando cuantas

excepciones estime procedentes". Salvo la expresa regulación de

la declinatoria por incompetencia territorial del órgano

jurisdiccional contenida en el art. 14 a) , la LPL no contiene

regla alguna sobre el régimen jurídico de las excepciones

procesales y materiales, debiéndose acudir a las reglas generales

que sobre la materia fija la LEC. Así, el demandado podrá oponer

a la pretensión del demandante tanto excepciones procesales (o

de forma) como excepciones o defensas materiales (o de fondo).
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Habiéndose analizado ya el significado general de estas

excepciones y defensas (vid. supra, epígrafe primero), aquí sólo

nos cabe reseñar su relación con la forma de operar la caducidad

en el proceso laboral.

4.1. Excepciones procesales y excepciones materiales

En el proceso laboral no existe alegación previa de

excepciones, sino que todas, juntamente con las defensas

(excepciones de carácter material), se alegarán en el mismo

momento, principalmente en el de contestación a la demanda y se

resolverán todas en la sentencia. Es decir, en el proceso laboral

todas las excepciones -tanto las procesales como, por supuesto,

las materiales- operan de forma perentoria, o sea, se resuelven

en la sentencia. Lo que sucede es que las excepciones procesales,

de estimarse, originan una resolución o sentencia de carácter

meramente procesal o de absolución de la instancia, en la que el

juez se abstiene de conocer el fondo del asunto, mientras que las

excepciones o defensas de carácter material, si resultan

probadas, provocan la absolución definitiva en cuanto al fondo.

Por tanto, no puede hablarse propiamente de excepciones

dilatorias en el proceso laboral, ni tampoco, como regla general,

en el proceso civil en el que sólo tienen cabida tales

excepciones dilatorias en el juicio ordinario de mayor cuantía,

ya que en el juicio de menor cuantía -que es el prototípico y en

el que se inspiran la mayor parte de los procedimientos

ordinarios, entre ellos, el laboral- las excepciones tanto

"dilatorias" (rectius: procesales) como perentorias se resuelven
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todas en la sentencia (art. 687 LEG) 13°.

4.2. La excepciones procesales en el proceso laboral y su

repercusión en la caducidad

Formuladas que fueron las reglas generales sobre la

subsanación de defectos procesales en sede del proceso! civil y

aplicables como son, con carácter general, al proceso laboral en

lo no previsto en las leyes procesales laborales (ex Disposición

Adicional Primera de la LPL), procede ahora analizar el tema

planteado desde la perspectiva laboral, a través del análisis en

sede del proceso laboral de cada una de las excepciones

procesales previstas en la LEG.

4.2.1. Los defectos de jurisdicción y de competencia

La excepción de falta de jurisdicción o de competencia se

entiende comprendida, según la doctrina, en su sentido más

amplio131. Así, incluye la incompetencia genérica, objetiva,

funcional y territorial del órgano jurisdiccional, así como la

falta de jurisdicción en sentido estricto.

Las reglas que determinan el alcance de la competencia de

los órganos jurisdiccionales del orden social vienen fijadas en

el art. 5 LPL, que dispone en su párrafo 1 que "si los órganos

130 En idéntico sentido, MONTERO AROCA, J. , Comentarios.
cit. p. 583.

131 MONTERO AROCA, J. , ob. cit. p. 583.
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jurisdiccionales se estimaren incompetentes para conocer la

demanda por razón de la materia o de la función, acto seguido de

su presentación dictarán auto declarándolo así y previniendo al

demandante ante quién y cómo puede hacer uso de su derecho".

Regla que viene completada en el párrafo 2 del citado artículo

cuando señala que "igual declaración deberán hacer al dictar

sentencia, si se estimaren incompetentes, absteniéndose de entrar

en el conocimiento del asunto".

Así, aun cuando no haya sido alegada por el demandado, la

falta de jurisdicción o de competencia -incluida la falta de

competencia territorial m- debe ser examinada de oficio por los

órganos jurisdiccionales, bian mediante auto en trámite de

admisión de la demanda o bien en la sentencia, que necesariamente

habrá de ser de abstención de conocimiento sobre el fondo,

debiéndose prevenir al actor, tanto en un caso como en otro, ante

quién y cómo debe hacer uso de su derecho.

Sostienen la doctrina y la jurisprudencia que la declaración

por auto rechazando la demanda ab ínitio en trámite de admisión

sólo es aconsejable cuando de los propios términos de la demanda

se advierta sin la menor duda la falta de competencia, ya que,

en los demás casos, el tema deberá remitirse a la sentencia 133.

132 MONTERO AROCA, J., que entiende que debe ser incluida aunque
el art. 5.1 no haga mención a ella, en razón a lo dispuesto en
la base 2§.l de la LBPL, ob. cit. p. 75.

133 ALONSO OLEA/MIÑAMBRES PUIG, ob. cit. p. 106; MONTERO AROCA,
J., ob. cit. p. 76.
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Partiendo de la premisa de que la jurisdicción es

indivisible y, por tanto, todos los órganos jurisdiccionales sin

excepción la poseen en su totalidad y que lo que se distribuye

a los distintos órganos jurisdiccionales es la competencia 134,

entendemos que la falta de jurisdicción declarada por parte del

órgano jurisdiccional es insubsanable.

De la misma manera, entendemos que, existiendo una única

jurisdicción (art. 117.5 CE, art. 3.1 LOPJ), es perfectamente

subsanable la falta de competencia, ya sea genérica (la

distribuida entre los cuatro órdenes jurisdiccionales: civil,

penal, contencioso-administrativo y social -art. 9 LOPJ),

objetiva (arts. 6.7 y 8 LPL, que distribuyen la competencia

genérica entre los órganos jurisdiccionales del orden social),

funcional (arts. 6 a 9 LPL) o territorial (arts. 10 y 11 LPL).

Esto significa que la declaración de incompetencia genérica,

objetiva, funcional o territorial por parte del órgano

jurisdiccional no supone la ruptura de la relación jurídico-

procesal 135, ya que mal puede sostenerse tal quiebra en un

sistema de unidad jurisdiccional como el que consagra nuestro

ordenamiento jurídico (art. 117.5 CE), en el que todos los

órganos jurisdiccionales de los cuatro órdenes jurisdiccionales

134 MONTERO AROCA, J. , ob. cit. p. 22.

135 En contra, pero a mi juicio erróneamente, RODRÍGUEZ SANTOS,
B., que entiende que la declaración de incompetencia supone la
ruptura de la relación jurídico-procesal y aunque el actor^puede
presentar nueva demanda ante el juez competente, la acción, si
está sujeta a un breve plazo de caducidad, le habrá caducado, ob.
cit. p. 292.
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son órganos jurisdiccionales ordinarios pertenecientes al Poder

judicial, que están orientados a proporcionar a los ciudadanos

una tutela judicial efectiva (arts. 117.1 y 24.1 CE).

La jurisprudencia ordinaria, sin embargo, viene declarando

que la demanda presentada ante jurisdicción (rectius: órgano u

orden jurisdiccional) incompetente por razón de la materia no

tiene virtualidad suspensiva del plazo de caducidad dado el

ineficaz ejercicio de la acción 136. Doctrina que nos parece

rigorista en exceso y sin base legal en que fundamentar su

aserto, ya que, como venimos diciendo, la LOPJ, además de dar

prevalencia a la subsanación de defectos de conformidad con el

principio de tutela efectiva, no indica cuáles son los defectos

insubsanables (art. 11.3).

Así pues, y conforme hemos venido sosteniendo, la falta de

competencia debe subsanarse mediante la concesión de un plazo

sanatorio -por término de quince días (ex art. 92 LEG, por

analogía)- para proceder a presentar la demanda ante el orden u

órgano jurisdiccional competente. Esta regla general debe

completarse con la regla especial prevista en la LPL en el caso

de falta de competencia territorial y se hubiese propuesto la

declinatoria por el demandado, al disponer el art. 14 a) LPL que,

de estimarse la declinatoria, "el demandante podrá deducir su

demanda ante el órgano territorialmente competente, y si la

acción estuviese sometida a plazo de caducidad se entenderá

136 Vid. SSTSJ de la Rioja de 17-4-1991 -Ar. 2569-, de Extremadura
de 19-6-1990 -AL, ref. 872-, de Galicia de 24-11-1991 -Ar. 6077-,
de Extremadura de 1-4-1993 -Ar. 1734.
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suspendida desde la presentación de la demanda hasta que la

sentencia que estime la declinatoria quede firme".

4.2.2. La falta de personalidad del actor

La excepción de falta de personalidad del actor encierra,

según opinión unánime de la doctrina, la falta de capacidad para

ser parte (o falta de capacidad jurídica), la falta de capacidad

procesal y el defecto de legitimación, aunque, en este último

supuesto, "únicamente en el caso de que apareciese tan destacado

del tema de fondo que pudiera ser examinado con independencia de

él, sub specie excepción" m.

Como señala la doctrina, salvo que se trate de defectos en

los que es inviable prácticamente la subsanación, como serían

algunos que atañen a la capacidad para ser parte (vbgr. litigante

fallecido), todos los defectos de legitimatio ad processum (o

falta de capacidad de obrar en general) son subsanables 138. Es

decir, los defectos de personalidad del actor son, en principio,

perfectamente subsanables, salvo aquellos en los que la falta de

personalidad sea prácticamente insubsanable (por ejemplo, en

supuestos de falta de capacidad para ser parte) o se confunda con

la falta de acción y resulte por ello indefectiblemente ligada

al fondo del asunto, cual sucede con la falta de legitimación ad

causara, porque en este caso, tal defecto de personalidad del

demandante deberá sustanciarse en el juicio, debiendo el juez

137 PRIETO-CASTRO, L. , ob. cit. p. 834.

138 RAMOS MÉNDEZ, F. , ob. cit. p. 498.
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actuar, en función de la aportación probatoria de las partes,

como si de una cuestión de fondo se tratara, y, de estimarse tal

excepción, dictar una sentencia absolutoria libre y definitiva

en cuanto al fondo. Así lo ha venido entendiendo la

jurisprudencia, que considera la falta de legitimación ad causam

como si de una cuestión de fondo se tratara, porque "la falta de

legitimación es, en realidad, falta de acción por no tener el

derecho reclamado, y ello constituye no una excepción sino la

cuestión de fondo" (STS 14-5-1966) 139. La doctrina, no obstante,

entiende que, en estos casos, y a pesar de su íntima relación con

la cuestión de fondo, esto no debe desvirtuar la naturaleza

jurídico-procesal de la legitimación y, por consiguiente, si se

aprecia la excepción de falta de legitimación activa (se entiende

ad causam), la sentencia no debe entrar a conocer el fondo del

asunto 14°. En idéntico sentido se ha pronunciado el TSJ de

Andalucía/Málaga en S. 8-11-1991 -Ar. 6372-, entendiendo que la

falta de legitimación (se refería a un supuesto claro de falta

de legitimación ad causam) lo que provoca es "la repulsa, sin

entrar en el fondo, de la pretensión que se formula". Doctrina

que, en uno y otro caso, entiendo que es errónea por considerarla

no sólo contraria a la más sana doctrina y a la jurisprudencia

antes expuestas, sino también porque, a mi parecer, lo más

ajustado a Derecho sería la subsanación del defecto antes de

dictar sentencia, y tal sentencia procesal de absolución de la

139 Sentencia citada por LA VILLA/G** BECEDAS/G§-FERRÓTE, ob. cit.
p. 751.

140 ALVAREZ SACRISTAN, I., Comentarios a la Ley de Procedimiento
Laboral, AAW, Ed. Dykinson, 1991, p. 383; vid. asimismo MONTERO
AROCA, J., El proceso laboral, Tomo I, ob. cit. p. 121.
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instancia sólo se entendería -que no justificaría- si fuera

factible la subsanación del defecto, porque en los casos en que

está claramente acreditada y probada la falta de legitimación,

como sucede generalmente en los casos de falta de legitimación

directa, lo que procede es entrar en la cuestión de fondo, y ello

en beneficio de ambas partes, porque no hay que olvidar, como

dice RAMOS MÉNDEZ, que "la denominada absolución en la instancia

es una de las frustraciones más graves que puede sufrir el

proceso", por ser "francamente antieconómica e injustificable

desde una perspectiva de eficacia del proceso" M1.

Porque, en definitiva, cuando lo que se discute en el

proceso es precisamente la titularidad de la relación jurídico-

material, que se la atribuye de modo directo la parte que

comparece, "la existencia de la legitimación -en este caso de

legitimación directa- se confunde con la existencia del derecho

subjetivo y la prueba de ambas cosas se efectuará de modo

simultáneo" 142. Cosa distinta sería la falta de legitimación

claramente desconectada del tema de fondo, como sucede en los

casos de legitimación derivada, es decir, cuando el actual

titular de la relación jurídica ocupa su situación en virtud de

transmisión por cualquier título, porque en estos casos la

legitimación y la cuestión de fondo aparecen claramente como

temas distintos 143, y, por consiguiente, de no haberse subsanado

el defecto antes de dictarse sentencia -que, en cualquier caso,

141 RAMOS MÉNDEZ, F. , ob. cit. p. 497.

142 MONTERO AROCA, J. , ibid. p. 121.

143 MONTERO AROCA, J. , ibid. pp. 121 y 122
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debería haberse subsanado y éste debería ser el motivo de la

casación-, ésta debería ser exclusivamente procesal, es decir,

de abstención de pronunciarse sobre el fondo.

Por lo que concierne a los defectos de capacidad procesal

(denominada también legitimatio ad processum) , ya se ha expresado

anteriormente que son total y perfectamente subsanables. Así, por

ejemplo, en el supuesto de que una persona mayor de 16 años y

menor de 18 no emancipada y sin autorización para contratar

presentara en tiempo y por sí sola demanda por despido, no cabe

duda que dicha demanda contiene un defecto de capacidad procesal,

ya que, de acuerdo con lo previsto en el art. 16.4 de la LPL,

debería estar convalidada por los representantes legítimos del

menor. Ahora bien, tal defecto es perfectamente subsanable,

debiendo el Juez advertir a la parte de dicho defecto al objeto

de su subsanación 144, con apercibimiento de archivar la demanda,

caso de no proceder a ello en el tiempo fijado -cuatro días, ex

art. 81.1 LPL-. Pero aun en el supuesto de que no hubiese sido

advertido este defecto por el juez y su conocimiento se debiera

a la excepción de falta de personalidad del actor que alegara el

demandado al contestar la demanda, de igual forma debería

advertir el juez a la parte actora para que se realice dicha

144 En contra, pero a mi juicio erróneamente, MONTERO AROCA, J. ,
que entiende que entre lo que debe entenderse por "defectos,
omisiones o imprecisiones", el juez "no debe examinar la
capacidad de las partes ni su legitimación"; Derecho
Jurisdiccional t Vol. II, 2a ed. 1990, p. 586. Entiende asimismo
el citado autor que "la falta de capacidad para ser parte y la
procesal son siempre,,i insubsanables", Comentarios a la LPL, ob.
cit. p. 134. Opinión que compartimos sólo y exclusivamente en lo
referente a la capacidad para ser parte, pero no cuando se trate
de falta de capacidad procesal, que es un defecto perfectamente
subsanable.

614



subsanación en el acto del juicio, y, de no ser posible, y como

último recurso, debería proceder a decretar la nulidad de

actuaciones que establece el art. 240.2 LPOJ previa audiencia de

las partes y antes de dictar sentencia, reponiéndose los autos

al momento de presentarse la demanda y al objeto de subsanación

del defecto. Así pues, la demanda presentada a tiempo por el

menor de 18 años y mayor de 16 no emancipado y sin autorización

para contratar, una vez subsanada, ha impedido la caducidad de

la acción. Es conveniente insistir en ello aun a costa de ser en

exceso reiterativo, porque algún fallo judicial -cierto que algo

lejano en el tiempo- en un supuesto parecido al que hemos

ejemplificado ha apreciado la caducidad de la acción de despido

interpuesta a tiempo por una menor de 18 años, a pesar de la

comparecencia de su padre en el acto del juicio al objeto de

subsanar la incapacidad procesal, por entender el juzgador que

"cuando se suplió esa incapacidad había transcurrido con notable

exceso el plazo para reclamar contra el despido, por lo que al

no poder retrotraerse esa representación al momento de

presentación de la demanda, es correcta la declaración de

caducidad hecha por el juzgador" (STCT de 16-2-1979 -Ar. 1033-).

Es evidente que los fundamentos jurídicos expresados en esta

sentencia posterior a la Constitución aunque dictada al amparo

de normas preconstitucionales no se corresponden con la actual

legalidad constitucional -art. 24.1 CE- ni con la ordinaria -art.

81.1 LPL, art. 11.3 LOPJ, art. 693 LEG- ni con la doctrina

jurisprudencial constitucional y ordinaria actuales ni con la
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doctrina científica 14S, y, por consiguiente, no debe

atribuírseles otra finalidad que no sea la que se les ha

pretendido dar al traerlos a colación, cual es, la de facilitar

una mejor comprensión del tema.

Por otra parte, tampoco conviene olvidar que, en cualquier

caso, y como advierte la doctrina, la excepción por falta de

personalidad del actor "no puede alegarse en juicio si ha sido

reconocida en actividades previas al proceso, como la

conciliación o la reclamación previa" 146, siempre y cuando,

cabría añadir, que esa falta de personalidad fuese susceptible

de ser subsanada, ya que ciertas faltas de personalidad son

totalmente insubsanables, vbgr. la minoría de edad, que, en

sentido estricto, es insubsanable -se es o no se es capaz-,

aunque, obviamente, puede ser subsanada mediante la comparecencia

en el proceso de los representantes legítimos del menor (art.

16.4 LPL) , lo que no deja de ser una especie de subsanación
<~\

tácita de un defecto de constitución de la relación yjurídico-

procesal, lo que viene a confirmar, por un lado, la no

esencialidad de este requisito procesal, y, por otro, la relativa

nulidad de los actos viciados con dicho defecto con la

consiguiente posibilidad de ser subsanado en cualquier momento

anterior a la sentencia.

145 Vid. JIMENEZ ASENJO, E., para quien "la falta de capacidad
procesal se subsana por la ratificación o intervención de la
persona que la completa o mero cambio de nombre o condición
jurídica del actor", ob. cit. p. 333.

146 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, que citan Auto TCo 100/1985 de 13 de
febrero, ob. cit. p. 129; vid. asimismo DE LA VILLA/Ga BECEDAS/
Ga-PERROTE, ob. cit. p. 751.
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4.2.3. Los defectos de postulación procesal

Por lo que concierne a la falta de postulación procesal, es

decir, a la "falta de personalidad en el Procurador del actor por

insuficiencia o ilegalidad del poder" (art. 533, 3a LEG),

conviene hacer dos precisiones previas. En primer lugar, y como

advierte PRIETO-CASTRO, que esa "insuficiencia del poder puede

derivar de la falta de capacidad del poderdante y de defectos en

el contenido (..) mientras que la ilegalidad deriva de faltas

formales, especialmente si el poder no consta en documento

público, cuando es necesario este requisito o si la escritura

adolece de defectos" 147, y, en segundo lugar, y como viene

señalando la doctrina, que en el proceso laboral, ni el

Procurador es el único representante ni el poder es la única

forma de conferir la representación 148, debiéndose ampliar esta

excepción a la ilegalidad y defectos en la representación y

defensa procesal 149.

Por lo demás, es opinión coincidente en la doctrina y la
i

jurisprudencia que, en general, la falta de poder al presentar

la demanda se puede subsanar en el acto del juicio o también apud

acta 15°.

147 PRIETO-CASTRO, L., ob. cit. p. 834.

148 MONTERO AROCA, J. , El proceso laboral, Tomo I, ob. cit. p.
236; vid. asimismo DE LA VILLA/Ga BECEDAS/Ga-FERRÓTE, ob. cit.
p. 752, y BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. p. 130.

149 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ibid. p. 130.

150 ALVAREZ SACRISTAN, I., ob. cit. p. 383; vid. asimismo
RODRÍGUEZ DEVESA, C., Ley de Procedimiento Laboral y su
jurisprudencia, 4B ed. 1988, p. 392.
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Cuando de defectos de la representación se trata, ya sea la

cualificada por pluralidad de actores -art. 19.i LPL-, ya la de

representación del trabajador por parte del Sindicato en litigios

de carácter individual -art. 20 LPL-, la ausencia de cumplimiento

de los requisitos formales establecidos en tales preceptos no

debe dar lugar a la inadmisión de la demanda, sino que

constituyen un típico supuesto de los previstos en el art. 81.1

LPL, debiendo el órgano judicial conceder al demandante un plazo

para la subsanación de la omisión cometida 151 Se trata, por

tanto, de un supuesto más de defecto legal en el modo de proponer

la demanda, cuyos efectos ya hemos enunciado en el punto

anterior, y, en cualquier caso, se analizarán en mayor

profundidad en su momento oportuno.

Lo mismo cabría decir en el caso de que la falta de

representación o de ilegalidad o insuficiencia de poder se

evidenciara bien en el momento inicial del juicio oral o bien

alegado como excepción por el demandado en el transcurso del

juicio, ya que, tanto en un caso como en otro, entendemos que lo

que procedería es la subsanación del defecto porcia vía del art.

81.1 LPL 152

151 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cít. pp. 58 y 61.

152 En contra, pero a mi juicio erróneamente, MONTERO AROCA, J. ,
que entiende que, en estos casos, "si el actor fue debidamente
citado y pretende comparecer por él quien no acredite en ese
momento la representación o comparece con un poder ilegal o
insuficiente, habrá de declararse la nulidad de actuaciones y,
al mismo tiempo, tenerlo por incomparecido, debiendo entrar en
juego el art. 83.2 LPL y tenerle por desistido de su demanda",
Comentarios..., ob. cit. p. 158. Opinión que no compartimos, no
tanto por entender que en este caso no entra en juego el citado
art. 83.2 LPL, como por la interpretación formalista y rigurosa

(continua...)
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En lo referente a los defectos en la defensar deben tenerse

presente los efectos que produce el incumplimiento de los

requisitos exigidos por la Ley en los supuestos en que el

demandante pretenda acudir a juicio asistido de Abogado (o

Procurador o Graduado Social), porque, según dispone el art. 21.3

LPL, este hecho "lo hará constar en la demanda", ya que, en caso

de incumplimiento, ello supone "la renuncia de la parte al

derecho de valerse en el acto del juicio de Abogado, Procurador

o Graduado Social". Este precepto tiene como finalidad garantizar

la igualdad de las partes en el proceso, en el que no rige con

carácter obligatorio -en la instancia- la postulación procesal

profesional, y su vulneración podría determinar, de recurrirse,

la nulidad de la sentencia 153, por infracción del art. 24.1 CE

154, reponiéndose los autos al estado en que se encontraban en

el momento de cometerse la infracción. En cualquier caso, y como

precisa VALUES DAL-RE, "las consecuencias de la inobservancia han

de valorarse desde la perspectiva teleològica a la que estos

requisitos sirven", porque "si ninguna de las partes ha realizado

manifestación de comparecer asistida de Letrado o representada

por procurador o graduado social colegiado y si,^posteriormente,

las dos comparecen por medio de profesionales, no cabe apreciar

desigualdad y, por tanto, habrá de moderarse el criterio de la

152(.. .continuació)
que efectúa del mismo escasamente favorable al ejercicio de la
acción.

153 VALDES DAL-RES, F. , ob. cit. p. 102; ALONSO OLEA/MIÑAMBRES
PUIG, ob. cit. p. 72.

154 VALDES DAL-RE, F. , ibid. p. 102.
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renuncia" 155. Es decir, estos defectos pueden perfectamente ser

subsanados en el acto del juicio si ello no causa indefensión al

demandado. En cualquier caso, de no ser posible la subsanación

en el acto del juicio, el juez debería decretar la nulidad de

actuaciones antes de dictar sentencia y previa audiencia de las

partes (art. 240.2 LOPJ) retrotraerlas al trámite que permite

subsanar el defecto (art. 81.1 LPL).

4.2.4. La falta de personalidad del demandado

La falta de personalidad del demandado por no tener el

carácter o representación con que se le demanda (art. 533, 4a

LEG) es, con relación a la falta de personalidad del demandante,

una "falta de personalidad" más limitada o restringida 156 y su

utilización, como señala la doctrina 157, viene referida

esencialmente a los supuestos de legitimación pasiva y de

litisconsorcio pasivo necesario, es decir, "a la existencia de

una pluralidad de demandados cuya presencia simultánea en el

mismo viene exigida por el carácter único e indivisible del

objeto del proceso" 158.

La falta de legitimación pasiva es lo contrario de la falta

de litisconsorcio pasivo necesario, o sea, haber sido demandado

155 VALDES DAL-RE, F. , ibid. p. 102.

156 MONTERO AROCA, J. , El proceso laboral, I, ob. cit. p. 236.

157 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. p.
VILLA/GaBECEDAS/Ga-PERROTE, ob. cit. p. 752.

158 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. p. 130.
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erróneamente. No cabe duda de que, en estos casos de falta de

legitimación pasiva, dadas las múltiples situaciones que pueden

abarcar, resulta difícil formular unos principios generales

aplicables a todos ellos. Así, en ocasiones, y en relación a

determinados casos, es la propia Ley la que establece las reglas

que deben seguirse para constituir la adecuada relación jurídico-

procesal tras haberse acreditado en el juicio la falta de

legitimación pasiva por haberse reclamado por despido

erróneamente contra empresario aparente. En este supuesto, el

art. 103.2 LPL dispone que "si se acreditase en el juicio que lo

era un tercero, el trabajador podrá promover nueva demanda contra

éste, sin que comience el cómputo del plazo de caducidad hasta

el momento en que conste quién sea el empresario". Justamente,
J

en base a este precepto, la jurisprudencia ha venido aplicando

por analogía lo que en él se dispone a otros supuestos de falta

de legitimación pasiva, entre ellos, los de falta de

litisconsorcio pasivo necesario (vid. STS de 7-3-1990 -Ar. 1772).

De todas formas, y como ya quedó dicho en su momento, es

opinión coincidente en la doctrina y en una línea jurisprudencial

mayoritaria que entre los "defectos, omisiones o imprecisiones"

en el modo de presentar la demanda que, de acuerdo con el art.

81.1 LPL, el Juez o Tribunal debe advertir al demandante para su

subsanación, se incluyen los relativos a la correcta constitución

de la relación jurídico-procesal en las situaciones

litisconsorciales pasivas necesarias 159.

159 VALDES DAL-RE, F., con cita de SSTS de 3-3-1986; 24-9-1986 y
19-9-1988 y SSTCT de 29-7-1987 y 23-9-1987, ob. cit. p. 230. Vid.

(continua...)
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4.2.5. La litispendencia en el mismo o en otro Juzgado o

Tribunal competente

Con esta excepción, como señalan BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, "se

busca evitar la posibilidad de que se dicten sentencias

contradictorias en dos procesos distintos pero en los que se ha

formulado la misma pretensión", por lo que "debe, para

apreciarse, reunir el requisito de que se produzca una identidad

fundamental en ambos procesos iniciados, es decir, identidad de

partes, identidad en la causa de pedir y en la petición o

suplico", debiendo alegarse "en el segundo proceso siempre que
¡

en el primero no se haya llegado a una sentencia firme, pues en

este caso la excepción correcta será la de cosa juzgada" 16°. A

esto debe añadirse que la litispendencia no puede ser apreciada

de oficio 161.

En consecuencia, "si los procesos son idénticos -como

observa MONTERO AROCA-, lo procedente es que en el que ha nacido

primero se dicte sentencia sobre el fondo, mientras que el

159(.. .continuació)
también MONTERO AROCA, J. , Comentarios a la LPL, ob. cit. p. 145.
Vid. asimismo SSTS de 16-1-1986 -Ar. 231-, 27-12-1986 -Ar. 9921-;
7-3-1990 -Ar. 1772-. En contra, la STS de 17-11-1989 -Ar. 8073-,
con doctrina errónea, a mi juicio, ya que desestima el recurso
de casación contra la sentencia del juez a quo, que apreciando
la excepción de litisconsorcio pasivo necesario, en lugar de
señalar un plazo para proceder a la subsanación del defecto,
dictó sentencia absteniéndose de conocer el fondo del asunto por
defectuosa formación de la relación procesal.

160 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. p. 130.

161 ALONSO OLEA/MIÑAMBRES PUIG, con cita de STS 28-4-1986, ob.
cit. p. 123; DE LA VILLA/G^ BECEDAS/G^-FERRÓTE, con cita de STS
14-12-1971, Ob. cit. p. 752.
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segundo debe terminar con una resolución meramente procesal de

inadmisión de la demanda por concurrir esta excepción" 162.

Así pues, condición indispensable para que se aprecie la

litispendencia es que se den las tres identidades que el art.

1252 del CC exige para que se de la cosa juzgada, esto es, el

eadem res, eadem causa y eadem personae (STSJ de Madrid de 30-5-

1989 -Ar. 291-).

No obstante la exigencia de esta triple identidad, en los

procesos de conflictos colectivos, si la sentencia colectiva no

es firme o sobre el procedimiento colectivo no ha recaído aún

sentencia, la doctrina y la jurisprudencia entienden que podría

utilizarse la excepción de litispendencia en los proòesos

individuales que se vieran directamente afectados por la

sentencia colectiva 163.

Es más, en una interpretación de las normas más acorde con

la realidad social, la jurisprudencia entiende que, en estos

casos, se interaccionan las pretensiones individuales y

colectivas, produciéndose esa triple identidad subjetiva,

objetiva y causal, ya que "en la medida en que los actores -de

un proceso individual- se encuentran englobados y comprendidos

162 MONTERO AROCA, J. , El proceso laboral, I, ob. cit. p. 238.

163 ALARCÓN CARACUEL, M.R., Un proceso en conflicto colectivo sin
sentencia normativa en Estudios sobre la Ley de Procedimiento
Laboral de 1990, AAW, 1991, p. 233; vid. asimismo ALONSO OLEA
/ MIÑAMBRES PUIG, que, además, entienden que puede también
utilizarse la defensa de litispendencia "en proceso colectivo
diferente sobre el que pudiese tener incidencia el primero",
citando STCT de 22 de mayo de 1986, ob. cit. p. 193.
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en el colectivo demandante en el proceso pendiente de resolución,

es preciso apreciar que concurre la identidad exigida en el art.

1252.1 del Código Civil, aunque sea de manera mediata" 164.

4.2.6. Los defectos en la proposición de la demanda,

incluidas la falta de conciliación o de reclamación

administrativa previa

En lo concerniente a los defectos en el modo de proponer la

demanda. incluyendo como tales también a la falta de conciliación

o de reclamación administrativa previa 165, sólo resta decir, en

común opinión con la mayoría de la doctrina y la jurisprudencia,

que esta excepción, a la vista del deber del Juez o Tribunal de

advertir la subsanación que ordena el art. 81 LPL, apenas tiene

cabida en el proceso laboral 166.

El problema, en cualquier caso, se producirá cuando el

demandado oponga tal defecto como excepción en su contestación

a la demanda porque no ha sido subsanado al no haberlo advertido

el órgano judicial. En tal supuesto, la doctrina y la

jurisprudencia coinciden en señalar que el efecto "no es la

estimación de la excepción y la terminación del proceso por

164 STSJ País Vasco de 5-12-1990 (AL año 1991, ref. 360), que,
además, entiende que, en estos casos excepcionales, la
litispendencia pueda ser apreciable de oficio, ya que constituye
una "necesidad de orden público procesal para salvaguardar la
válida constitución del proceso".

165 En idéntico sentido, MONTERO AROCA, J. , Comentarios..., ob.
cit. pp. 553 y 554.

166 DE LA VILLA/Ga BECEDAS/GS-FERRÓTE, ob. cit. p. 753; BAYLOS /
CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. p. 130.
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sentencia absolutoria del pedimento de la demanda sino la

aplicación de lo prevenido en el art. 81 (LPL), permitiendo a la

parte actora subsanar los defectos u omisiones denunciados" 167

porque la falta de advertencia al demandante, en los plazos que

fija el art. 81 LPL, "no impide que se aprecien en un momento

posterior, de oficio o a instancia de parte, los defectos y

omisiones que la demanda puede contener", de forma que la

inadvertencia inicial no puede irrogar a la parte el perjuicio

de la privación de este derecho a subsanar los defectos de su

demanda" 168. Por consiguiente, "alegado por el demandado el

defecto y siempre que no procediera su subsanación en el acto del

juicio (..)/ °i procediendo, hubiese sido causa de indefensión

para éste, el magistrado, antes de dictar sentencia, habrá de

decretar la nulidad de actuaciones, previa audiencia -de las

partes, y la reposición de los autos al momento de presentarse

la demanda (art. 240.2 de la LOPJ) 169.

Además de las reglas de subsanación de defectos establecida

en su art. 81, la LPL contempla unas reglas específicas de

subsanación de defectos en los supuestos de acumulación indebida

167 VALUES DAL-RE, F., ob. cit. p. 231; Vid. también SAMPEDRO
CORRAL, M., Comentarios..., ob. cit. p. 302; vid asimismo SÁNCHEZ
PEGO, F.J., La interrupción de la prescripción de acciones
derivadas del contrato de trabajo (un estudio jurisprudencial),
REDT ne 30, 1987, p. 238.

168 BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, con cita de SSTS de 27-12-1988 y 29-9-
1988, ob. cit. pp. 117 y 173; VALDES DAL-RE, F. , que cita
asimismo la STS de 27-12-1988, ob. cit. p. 231.

169 VALDES DAL-RE, F., ob. cit. p. 231. En idéntico sentido,
BAYLOS/CRUZ/FERNANDEZ, ob. cit. p. 117; vid., asimismo, ALONSO
OLEA/MIÑAMBRES PUIG, ob. cit. p. 108; vid. también SAMPEDRO
CORRAL, M. , ob. cit. p. 302, y MONTERO AROCA, J. , Comentarios...,
ob. cit. p. 552.
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de acciones.

Así, el art. 28.1 LPL establece que "si se ejercitaran

acciones indebidamente acumuladas, el juez o Tribunal requerirá

al demandante para que, en el plazo de cuatro días, subsane el

defecto, eligiendo la acción que pretende mantener. En caso de

que no lo hiciera, se acordará el archivo de la demanda,

notificándose la resolución".

No obstante, y como precisa el art. 28.2 LPL, "cuando se

trate de una demanda de despido a la que indebidamente se hubiera

acumulado otra acción, aunque el actor no opte, se seguirá la

tramitación del juicio de despido y se tendrá por no formulada

la otra acción acumulada, advirtiéndose al demandante de su

derecho a ejercitarla por separado". Precepto que no necesita

otro comentario que no sea el de alabar su claridad y lo acertado

de sus disposiciones.

Con todo, debe tenerse presente que, no obstante prohibirse

por regla general que determinadas acciones se acumulen a otras

en un mismo juicio -cual sucede con las acciones de despido, las

de extinción del contrato de trabajo de los arts. 50 y 52 del ET,

las que versen sobre materia electoral, las de impugnación de

convenios colectivos, las de impugnación de Estatutos de los

sindicatos y las de tutela de la libertad sindical y demás

derechos fundamentales (art. 27.2 LPL)-, excepcionalmente se

posibilita por la vía de la acumulación de autos que se acumulen

las acciones de extinción del contrato ex art. 50 ET y la acción
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por despido. Así, el art. 32 LPL establece que "cuando el

trabajador formule demandas por alguna de las causas previstas

en el art. 50 del Estatuto de los Trabajadores y por despido, la

demanda que se promueva posteriormente se acumulará a la primera

de oficio o a petición de cualquiera de las partes, debiendo

debatirse todas las cuestiones planteadas en un solo juicio". A

pesar de lo incoherente que resulta que se deban sustanciar en

un mismo juicio dos acciones sustentadas en razones tan distintas

con la consiguiente dificultad de conseguir una efectiva

interacción de las pretensiones en juego, no cabe duda que, en

cualquier caso, el nuevo sistema establecido en la LPL de 1990

además de aportar en relación con el anterior una mayor celeridad

y economía procesales, parece esforzarse en pos de la consecución

de una adhesión interna de los procesos, con independencia -y

esto es, a mi juicio, lo más significativo- del momento en que

haya sido solicitada la revisión o decisión judicial de cada una

de ellas 17°.

4.2.7. La excepción de cosa -juzgada

La excepción de cosa juzgada tiende, al igual que la de

litispendencia, a la obtención de una sentencia meramente

procesal, siendo su finalidad la misma que la de la

litispendencia: "excluir una sentencia de fondo posterior entre

las mismas partes, por la misma causa y con la misma petición",

aunque, a diferencia de aquélla -que es temporal- en que "el

170 RODRÍGUEZ FERNANDEZ, M^.L., Ley de Procedimiento Laboral
Análisis y comentarios, AAW, ob. cit. pp. 125 y 129.
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proceso primero está todavía tramitándose, está "pendiente", en

la cosa juzgada el proceso anterior ha terminado por sentencia

firme" m.

Precisamente, uno de los temas que ha suscitado el debate

en la doctrina hace referencia a los efectos que debe producir

la sentencia firme de un conflicto colectivo sobre los procesos

individuales que versen sobre idéntico objeto, y más

concretamente, si tras la nueva regulación de los procesos de

conflictos colectivos en la LPL de 1990 debe seguir subsistiendo

la figura de la sentencia "normativa".

ALARCÓN 172 entiende que no, por diversos motivos. En primer

lugar, porque "el objeto del conflicto colectivo, como del

individual, son los derechos e intereses de trabajadores y

empresarios; la aplicación o interpretación de una norma no es

sino el fundamento jurídico que hay que hacer valer para defender

esos derechos o intereses" (p. 231). En segundo lugar, porque "la

no coincidencia de las dos titularidades (del derecho material

y de la acción procesal) se resuelve mediante el mecanismo de la

representación institucional, tal como la misma ha sido diseñada

por la doctrina del Tribunal Constitucional" (p. 227). En tercer

lugar, porque, si a tenor del art. 157.3 LPL, "la sentencia

colectiva produce efectos de cosa juzgada en relación a procesos

individuales", ello significa sólo y exclusivamente que, "como

171 MONTERO AROCA, J. , El proceso laboral, I, ob. cit. p. 239.

172 ALARCÓN CARACUEL, M.R., Un proceso de conflicto colectivo sin
sentencia normativa, ob. cit. pp. 195 y ss.
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